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En la ciudad de Monterrey, Nuevo León, a **********de **********del año 

**********. 

Este Tribunal de enjuiciamiento procede a plasmar por escrito la 
sentencia deducida del fallo emitido en audiencia de juicio oral penal, en la que 
se absuelve a **********, por el delito de violencia familiar, dentro de la carpeta 
judicial número ******/******. 

Identificación de las Partes: 
 

Acusado: **********. 

Defensa Particular: Licenciado **********. 

Licenciado ********** 

Ministerio Público: Licenciada **********. 

Víctima y parte 
ofendida: 

**********. 

Víctima: ********** 

Asesoría Jurídica 
Pública: 

Licenciado **********. 

Asesoría Jurídica 
Procuraduría de la 
Protección de Niñas, 
Niños y 
Adolescentes: 

Licenciada **********. 

 
1. Audiencia de juicio a distancia. 

Cabe destacar que en la audiencia de juicio los diversos sujetos 
procesales estuvimos enlazados a la sala de audiencias a través de 
videoconferencia, con la sala de audiencias a través de videoconferencia, esto por 
medio del uso de la herramienta tecnológica denominada “Microsoft Teams”, lo 
cual permitió presenciar en tiempo real y directo el desarrollo de la audiencia juicio. 

2. Competencia. 

Esta Autoridad es competente para conocer y resolver de manera unitaria 
el presente asunto, toda vez que el hecho que dio origen a esta causa se establece 
acontecido en el mes de **********del año **********, clasificado como constitutivo 
del delito de violencia familiar cometido en el Estado de Nuevo León, donde esta 
Autoridad tiene jurisdicción y le son aplicables las reglas procedimentales 
establecidas en el Código Nacional de Procedimientos Penales; de conformidad 
con los artículos 21, tercer párrafo, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos; 94 de la Constitución Política del Estado de Nuevo León; 20, 
fracción I y 133, fracción II, del Código Nacional de Procedimientos Penales; 2, 
fracción X, 31, fracción IX, 33 Bis, fracción V y 36 Bis 2, de la Ley Orgánica del 
Poder Judicial del Estado; así como los acuerdos generales números 23/2011, 
11/2017, 22/2017, 17/2018, 21/2019 y 13/2021 del Pleno del Consejo de la 
Judicatura del Estado de Nuevo León. 

3. Planteamiento del problema. 

En el auto de apertura dictado el **********de **********de **********, se 
estableció como hecho materia de acusación, el siguiente: 



 

 
“El día **********aproximadamente a las **********horas, **********llegó hasta el 

domicilio de su esposa **********ubicado en la calle **********Nuevo León, en compañía de 
sus menores hijos con iniciales **********de edad respectivamente, y posterior a una 
discusión con la víctima, el ahora investigado le propinó un golpe en la cara de lado 
derecho, situación que provoco que la víctima cayera al suelo y se lesionara la pierna 
izquierda, después de lo cual el acusado inmovilizo a la víctima forzándola a que no se 
levantara, interviniendo en ese momento los menores **********, estrujando el investigado 
fuertemente al menor con iniciales **********y posteriormente agarra fuertemente de los 
brazos a la menor **********años de edad y la avienta contra un carro pegándose esta en 
el brazo derecho, ocasionando con dicho hechos tanto a su cónyuge como a su menor 
hija de **********años de edad, diversas lesiones que no ponen en peligro la vida y tardan 
menor de 15 días en sanar, así mismo causándoles una alteración auto cognitiva y auto 
valorativa y un daño psicoemocional en **********”. 

 

El delito materia de la acusación es: de acuerdo a la clasificación efectuada 
el de violencia familiar, previsto y sancionado por los artículos 287 Bis, inciso a), 
fracciones I y II, en relación al 287 Bis 1 primer y segundo párrafo, del Código 
Penal vigente en el Estado de Nuevo León, esto en perjuicio de la C. **********. Así 
como el de violencia familiar, previsto y sancionado por los artículos 287 Bis, 

inciso c), fracción II, en relación al 287 Bis 1 del Código Penal vigente en el Estado 
de Nuevo León, esto en perjuicio de la menor de iniciales **********. Así como que 
la participación que se le atribuye al acusado en la comisión del ilícito descrito, lo 
es en términos de los artículos 27 y 39, fracción I del ordenamiento legal cita, 
dispositivos los que establecen lo siguiente: 

“Artículo 287 BIS.- Comete el delito de violencia familiar quien habitando o no en el 
domicilio de la persona agredida, realice acción u omisión, y que ésta última sea grave y reiterada, 
o bien, aunque ésta sin ser reiterada se considere grave e intencional, que dañe la integridad 
psicoemocional, física, sexual, patrimonial o económica, de uno o varios miembros de su familia, 
de la concubina o concubino: 

Cometen el delito de violencia familiar: 
 

 
 

 
grado; 

A) El cónyuge; 
[…] 
C). El pariente consanguíneo en línea recta, ascendente o descendente sin limitación de 

I.- Psicoemocional: toda acción u omisión que puede consistir en prohibiciones, 
coacciones, condicionamientos, intimidaciones, insultos, amenazas, celotipia, desdén, indiferencia, 
descuido reiterado, chantaje, humillaciones, comparaciones destructivas, abandono o actitudes 
devaluatorias, entre otras; que provoquen en quien las recibe alteración autocognitiva y 
autovalorativa o alteraciones en alguna esfera o área de su estructura psíquica; 

II. Física: el acto que causa daño corporal no accidental a la víctima, usando la fuerza 
física o algún otro medio que pueda provocar o no lesiones, ya sean internas, externas o ambas, 
en base al dictamen emitido por los especialistas en la materia; […] 

“Artículo 287 BIS 1.- A quién cometa el delito de violencia familiar, se le impondrá de 
tres a siete años de prisión; perdida de los derechos hereditarios, de alimentos, de patria potestad 
o de tutela que pudiere tener sobre la persona agredida; se le sujetará a tratamiento integral 
ininterrumpido dirigido a la rehabilitación médico-psicológica, conforme a lo dispuesto por el artículo 
86 de este código. También deberá pagar este tipo de tratamientos, hasta la recuperación de la 
salud integral de la persona agredida. 

Cuando la violencia se cometa en presencia de niñas, niños y adolescentes o familiares, 
(sic) la pena se aumentará en una mitad. […]” 

 

Los elementos típicos de esta la figura de delito en cuestión, de acuerdo a 
la hipótesis materia de acusación y en relación a los hechos denunciados en 
perjuicio de **********, son los siguientes: 

a) Que el activo sea cónyuge de la víctima. 
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b) Que la víctima presente un daño psicoemocional que provoque 

alteración autocognitiva y autovalorativa o alteraciones en alguna esfera o área de 
su estructura psíquica 

c) Que la agresión haya sido física y causara daño corporal no accidental  
a la víctima. 

d) El nexo causal. 

Asimismo, los elementos típicos de la figura de delito en cuestión, de 
acuerdo a la hipótesis materia de acusación y en relación a los hechos 
denunciados en perjuicio de la menor de iniciales **********., son los siguientes: 

a) Que el activo sea pariente consanguíneo en línea recta, ascendente o 
descendente sin limitación de grado; 

b) Que la agresión haya sido física y causara daño corporal no accidental 
a la víctima. 

c) El nexo causal. 
 

Por ello, la problemática a dilucidar consiste en determinar si con las 
pruebas ofrecidas y desahogadas a petición de la Fiscalía se acredita el delito ya 
mencionado y la responsabilidad del acusado en su comisión. 

3.1. Acuerdos probatorios. 

Las partes procesales pactaron los acuerdos probatorios siguientes: 
 

La relación existente entre el activo y **********al momento de los hechos 
materia de la acusación, la cual se acreditó con la documental consistente en: 

 
 Acta de Matrimonio, relativa a los C.C. **********, la cual se encuentra asentada en el 

acta **********, fecha de registro **********, levantada por el C. Oficial Número ********** 
del Registro Civil con residencia en el municipio de **********, Nuevo León. 

 

La relación de parentesco existente entre el activo y 
******************************la cual se tuvo por acreditada mediante la documental 
consistente en: 

 Acta de Nacimiento, relativa a la **********., la cual se encuentra asentada en el acta 
**********, levantada por el C. Oficial Número ********** del Registro Civil con residencia 
en el municipio de ********** Nuevo León 

 

3.2. Presunción de inocencia. 
 

Antes de abordar lo atinente al material probatorio desahogado en juicio, 
es preciso acotar lo relativo al principio de presunción de inocencia, respecto del 
cual se tiene lo siguiente: 

El reconocimiento del derecho a la “presunción de inocencia”, previsto por 
el artículo 20 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
contempla un cambio esencial en la naturaleza de esta regla básica de la 
ordenación de un proceso penal. Una vez consagrada constitucionalmente, la 
presunción de inocencia ha dejado de ser un principio general del derecho que ha 
de informar la actividad judicial (in dubio pro reo) para convertirse en un derecho 
fundamental que vincula a todos los poderes públicos y que es de aplicación 
inmediata1. 

Así las cosas, la “presunción de inocencia”, además de constituir un 
principio o criterio informador del ordenamiento procesal penal, es ante todo un 
derecho fundamental. 



 
En esta lógica, la Convención Americana sobre Derechos Humanos 

reconoce el derecho a la “presunción de inocencia”, en su artículo 8.2, el cual 
establece: 

“8.2. Toda persona inculpada de delito tiene derecho a que se presuma 
su inocencia mientras no se establezca legalmente su culpabilidad.” 

La Corte Interamericana ha destacado la importancia del derecho a la 
“presunción de inocencia”, al señalarlo como un fundamento de las garantías 
judiciales2, según el cual las personas deben ser consideradas inocentes hasta 
que se acredite plenamente su culpabilidad3. 

En el mismo sentido, la Corte Interamericana ha sostenido que el derecho 
a la “presunción de inocencia”, es un elemento esencial para la realización efectiva 
del derecho a la defensa y acompaña al acusado durante (todo el) proceso, hasta 
que una sentencia condenatoria que determine su culpabilidad quede firme, (de 
modo que este) derecho implica que el acusado no debe demostrar que no ha 
cometido el delito que se le atribuye, ya que el “onus probando”, corresponde a 
quien acusa4. 

La presunción de inocencia como regla probatoria es un derecho que 
establece los requisitos que debe cumplir la actividad probatoria y las 
características que deben reunir los medios de prueba para poder considerar que 
existe prueba de cargo válida y destruir así el estatus de inocente que tiene todo 
procesado. 

Es necesario mencionar que conforme a los principios en el sistema penal 
acusatorio en que nos encontramos, la apreciación de la prueba es libre para el 
Juzgador, según su convicción, únicamente extraída de lo reproducido en juicio y 
la totalidad del debate, de manera lógica, ya que para el proceso penal acusatorio 
y oral, sólo pueden reputarse como tales las desahogadas públicamente en 
presencia de las partes -salvo la denominada prueba anticipada-, lo que implica 
que el dictado de las sentencias debe sustentarse en elementos de convicción 
recibidos directamente por el Tribunal de juicio oral, bajo un control horizontal, con 
plena satisfacción de los principios de publicidad, contradicción, concentración, 
continuidad e inmediación, ello es así, porque uno de sus fines es ilustrar al 
Juzgador sobre un tema o interpretación del derecho, lo cual no exime a la 
autoridad judicial de hacer un análisis integral de la totalidad de las pruebas, para 
que una vez valoradas en su conjunto y confrontadas jurídicamente, le permitan, 
o no, determinar si la aplicabilidad de una tesis o jurisprudencia, o ley resulta 
válidamente aplicable y se armoniza con la totalidad de las pruebas existentes. 

Teniendo aplicación el siguiente criterio orientador, cuyo contenido en 
esencia ha quedado expuesto, siendo su rubro y datos de localización los 
siguientes: 

“PROCESO PENAL ACUSATORIO y ORAL. EN ÉSTE SÓLO PUEDEN 
REPUTARSE COMO PRUEBAS LAS DESAHOGADAS PÚBLICAMENTE ANTE 
EL TRIBUNAL RESPECTIVO, EN PRESENCIA DE LAS PARTES. Décima 

Época. Primera Sala. Semanario Judicial de la Federación. Tesis 1a. 
CLXXVI/2016 (10a.). 17 de Junio de 2016. Número de Registro: 2´011,883”. 

 
Por lo antes expuesto, es de concluirse que el principio de presunción de 

inocencia que le asiste a todo acusado, solo se verá vencido, en caso de que la 
Fiscalía acredite más allá de toda duda razonable, a través de pruebas 
desahogadas en juicio, la plena responsabilidad del mismo en la comisión de 
hechos tipificados en la ley como delito. 
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3.3. Alegatos de las partes. 

Iniciada la audiencia de juicio, la Fiscalía en su alegato de apertura 
indicó que demostraría que el imputado violentó el derecho con el que cuenta una 
mujer a tener una vida libre de violencia, ello al agredir físicamente en el interior 
del seno de su hogar a su esposa y a su menor hija; por lo que con el desfile 
probatorio demostraría más allá de toda duda razonable los hechos motivo de 
acusación para una vez finalizado el juicio, estar en condiciones de solicitar una 
sentencia de condena; al concluir el juicio en el alegato final manifestó que se 
venció el principio de presunción de inocencia que gozaba **********, señalando 

que con las declaraciones desahogadas en audiencia, se acredita debidamente 
su teoría del caso y la existencia de los hechos del delito de violencia familiar en 
perjuicio de **********y ********************, así como la participación del acusado en 
dicho hecho, refiriendo que si bien es cierto no fue posible hacer comparecer a las 
partes víctimas, no menos cierto lo era que el ilícito y el actuar del acusado quedó 
demostrado con las declaraciones del las personas que comparecieron a rendir 
su testimonio; precisando las particularidades de cada testimonio rendido y 
aseverando que al valorar las mismas, se debe tener la convicción de la 
participación y responsabilidad del acusado en los hechos materia de acusación; 
solicitando que se dicte en contra de ********** una sentencia condenatoria. 

La Asesora Jurídica de la Comisión Ejecutiva Estatal de Atención a 

Víctimas manifestó que con el desfile probatorio que se desahogaría en el juico no 
quedará duda razonable de la participación del acusado en los hechos materia de 
acusación; por lo que colaboraría con la teoría del caso de la Fiscalía a fin de que; 
una vez concluido el juicio, se dicte una sentencia condenatoria. Por otro lado, 
precisó que su participación en la audiencia de debate lo sería de forma pasiva. 
Asimismo, en su alegato de clausura refirió que la Fiscalía aportó elementos de 
cargo suficientes para vencer el principio de presunción de inocencia que goza el 
acusado, al referir que quedó acreditada plenamente la participación de 
**********en los hechos materia de acusación; por lo que solicitó se aplique la pena 
correspondiente tomando en cuenta la perspectiva de género dada la situación de 
vulnerabilidad en que se encuentran las víctimas. 

La Asesora Jurídica de la Procuraduría de la Protección de Niñas, Niños 

y Adolescentes se reservó su alegato de apertura; añadiendo de igual forma que 
su participación en el juicio lo sería de forma pasiva. Sin embargo, en los alegatos 
de clausura, refirió que con las pruebas desahogadas por la Fiscalía se logró 

probar más allá de toda duda razonable y se acreditó la responsabilidad de 
**********en los hechos materia de acusación en razón a los testimonios 
escuchados en la audiencia; realizando un resumen de la información que se logró 
extraer de cada testigo. 

Por su parte, el Defensor Particular en su alegato de apertura, manifestó 
que al finalizar la audiencia de juicio quedará demostrado que su representado no 
cometió ningún hecho ilícito así como refirió que no se acreditará la participación 
mencionada en la acusación efectuada en contra del acusado; solicitando que en 
su momento se dicte una sentencia absolutoria a favor de su representado; en sus 
correspondientes alegatos de clausura, el defensor particular señaló que al inicio 
del juicio refirió que la Fiscalía no lograría acreditar la participación de su 
representado en los hechos materia de acusación; lo cual se logró, dado que del 
desfile probatorio escuchado en el juicio no se acreditó el parentesco que tienen 
las víctimas con su representado. Por otro lado, refirió que si bien es cierto de los 
dictámenes psicológicos realizados a las partes lesas se señaló la existencia de 
un daño psicológico, no menos cierto lo era que existen diversas pruebas para 
corroborar lo anterior y las cuales no fueron elaboradas únicamente por el criterio 
del perito; máxime que el daño psicológico que presentó **********lo fue a raíz de 
los hechos denunciados, pero también por diversos hechos como lo fue informado 



 
por el propio perito, por lo cual no se tiene la certeza de que el daño psicológico 
de la víctima devenga del hecho denunciado. Por otro lado, refirió que de la 
declaración de la testigo **********, solo se logró extraer la existencia de un 
domicilio, sin embargo, en las fotografías mostradas se aprecian dos 
numeraciones, por lo que la Fiscalía no logró acreditar con ello el hecho materia 
de acusación, dado que solamente se concretaron a la fijación fotográfica de un 
domicilio. Finalmente, en relación a la declaración de **********precisó que si bien 

es cierto detalló algunas lesiones con las que contaban las víctimas, no fue posible 
acreditar la procedencia de las mismas; máxime que no se acreditó la existencia 
de dichas lesiones con algún dictamen o fotografías. 

Luego, en réplica de la Fiscalía, informó la representación social que en 
cuanto al parentesco de las víctimas con el acusado, ello no fue motivo de debate 
dado que en la etapa intermedia se arribaron a acuerdos probatorios para tener 
por acreditado lo anterior. Así como refirió que en cuanto a los dictámenes 
psicológicos realizados a las víctimas, las mismas pudieron informar las 
circunstancias de cómo acontecieron los hechos. Finalmente, refirió que en cuanto 
al dictamen médico, se precisó la fecha en que fue realizado en mismo y el tiempo 
de evolución de las lesiones es coincidente con la fecha en que acontecieron los 
hechos. 

En relación a lo anterior, por economía se tienen por reproducidos 
íntegramente los alegatos de las partes, toda vez que resulta ociosa su 
transcripción, para evitar incurrir en repeticiones estériles, puesto que siempre 
prevalecerá lo establecido oralmente en audiencia y en obvio de formulismos 
innecesarios, tal y como lo establecen los dispositivos 675 y 686, sin soslayar que 
los mismos se atenderán por este Tribunal, a lo largo de la presente determinación, 
a fin de dar contestación cabal a las mismas. En apoyo a lo anterior se cita la tesis 
siguiente: “RESOLUCIONES EN MATERIA PENAL. LA TRANSCRIPCIÓN 
INNECESARIA DE CONSTANCIAS ES PRÁCTICA DE LA QUE EL JUZGADOR 
GENERALMENTE DEBE ABSTENERSE EN ESTRICTO ACATO AL PRINCIPIO 
DE LEGALIDAD”. 

En la correspondiente etapa de juicio, se produjo la prueba que el 
Ministerio Público estimó pertinente para acreditar su teoría del caso, 

desistiéndose de la que no estimó oportuna para dicho fin, con lo cual estuvieron 
de acuerdo las asesorías jurídicas; además se estableció que de igual forma la 
Defensa se desistió de los medios de prueba admitidos y no desahogados en 
juicio, lo cual fue corroborado por su defendido; aunado a que fue deseo del 
acusado no rendir ninguna declaración, e incluso la defensa hizo lo propio en el 
interrogatorio formulado a los testigos de la contraparte y en las alegaciones 
realizadas conforme a sus intereses. 

3.4. Estudio de las pruebas y análisis de los hechos delictivos. 
 

Una vez concluido el juicio y el debate, este Tribunal llevó a cabo un 
análisis y estudio del material probatorio desahogado en juicio, así como de la 
discusión producida por las partes, realizando la valoración de la prueba en 
términos de los artículos 259, 261, 263, 265, 356, 357, 359 y 402 del Código 
Nacional de Procedimientos Penales, de una manera libre, lógica y sometidas a 
la crítica racional, concluyéndose que la Representación Social no logró 
probar más allá de toda duda razonable la propuesta fáctica que comprende 
su teoría del caso, por ende, tampoco la existencia del delito de violencia 
familiar, menos aún, la responsabilidad plena que en su comisión le atribuyó 
a **********, lo anterior por los motivos que a continuación se establecen. 

Primeramente, debemos de señalar que el artículo 20 Constitucional, en 
su apartado A, relativo a los principios generales que rigen en el proceso penal 
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acusatorio, en sus fracciones, V y VIII, establece en lo que ahora resulta relevante; 
que la carga de la prueba para demostrar la culpabilidad corresponde a la parte 
acusadora; y, que el juez solo condenará cuando exista convicción de la 
culpabilidad del procesado. 

En ese mismo contexto, tenemos que acorde a lo dispuesto por los 
artículos 130 y 402 del Código Nacional de Procedimientos Penales, la carga de 
la prueba para demostrar la culpabilidad corresponde a la parte acusadora, 
conforme lo establezca el tipo penal, así como que este Órgano Judicial solo 
apreciara la prueba según su libre convicción extraída de la totalidad del debate, 
de manera libre y lógica, siendo solo valorables y sometidos a la crítica racional,  
los medios de prueba obtenidos lícitamente e incorporados al debate conforme a 
las disposiciones de dicho cuerpo de leyes. Por lo que, nadie podrá ser 
condenado, sino cuando el Tribunal que lo juzgue adquiera convicción más allá 
de toda duda razonable, de que el acusado es responsable de la comisión del 
hecho por el que siguió el juicio. La duda siempre favorece al acusado. 

Aunado a lo anterior, es de resaltarse que el principio de congruencia que 
debe regir en toda resolución judicial, reconocido en forma expresa en el artículo 
68 del Código Nacional de Procedimientos Penales, implica que aquella deberá 
ser congruente con la petición realizada; por lo que, en el caso de la sentencia 
definitiva, este principio exige que el fallo y la sentencia misma, sea acorde y 
congruente con la acusación formulada por el Ministerio Público. 

Ahora bien, en el caso concreto, la acusación formulada por el Ministerio 
Público, recogida en el auto de apertura a juicio y sostenida durante todo su 
desarrollo –alegato de apertura y alegato de clausura– fue por el delito de violencia 
familiar, como ya se dijo; y, para el efecto de acreditar su teoría del caso, la 
Fiscalía produjo ante este Tribunal la prueba que se describe enseguida: 

Declaración rendida por **********, quien refirió que actualmente labora en el Instituto 
de Criminalística y Servicios Periciales de la Fiscalía General de Justicia del Estado; en el 
departamento de psicología; contando con una antigüedad de más de doce años. Por otro lado, 
hizo referencia a su formación profesional, resaltando que actualmente se encuentra cursando la 
maestría en victimología en la Universidad de las Ciencias de la Seguridad; así como refiere que; 
con motivo del cargo que ostenta, recibe capacitación constante en la institución para la cual 
labora. 

Luego, refirió que la razón de su presencia en el juicio lo es en virtud de que realizó dos 
dictámenes; el primero a la ciudadana **********y el segundo a la **********.; explicando que la 
metodología seguida para la elaboración de los citados dictámenes lo fue a través de una 
evaluación clínica forense, enfocada en la ayuda para tomar decisiones judiciales; ello a través de 
recursos como la entrevista clínica semi- estructurada y la observación clínica; explicando en qué 
consiste cada método. 

Por otro lado, en relación al dictamen practicado a **********refirió que se practicó el 
mismo en fecha **********, y se obtuvo como datos que narró los hechos acontecidos el día 
**********, por los cuales se inició la presente causa; así como destacó que la víctima le informó 
que su agresor lo fue **********a quien lo identificó como su esposo. En virtud de lo anterior, 
manifiesta el perito que como indicadores clínicos se obtuvo que la víctima refirió sentir miedo, 
sentirse asustada, falta de apetito, presencia de pesadillas, sentimiento de humillación y de ser 
poca cosa, desprecio hacia su propia persona y recuerdos de los hechos sufridos. Así también, 
manifestó que como conclusiones de dicho dictamen se obtuvo que se encontró ubicada en 
tiempo, espacio y persona, sin datos clínicos de psicosis o discapacidad intelectual que afectaran 
su capacidad de juicio o raciocinio, presentó una alteración en su estado emocional, la cual se 
evidenció en un afecto ansioso- temeroso y de tristeza con fácil acceso al llanto dados los hechos 
acaecidos en su persona, con dicho confiable ya que presentó un discurso claro; con información 
espacial, temporal y perceptual acorde a lo narrado y el realismo de su relato; así como presentó 
perturbación en su tranquilidad de ánimo dados los hechos denunciados, con alteración 
autovalorativa y autocognitiva, lo cual se evidenció en los indicadores clínicos previamente 
expuestos; aunado a ello, se encontró a la evaluada en un estado vulnerable a sufrir nuevas 
agresiones a futuro por parte de su denunciado. 



 

 
En esas condiciones, manifestó que se recomendó a la evaluada el dar una atención 

legal al caso, permanecer alejada de su denunciado a fin de salvaguardar su integridad física y 
evitar que se agudicen los indicadores clínicos antes expuestos. Por otro lado; atendiendo al daño 
psicológico que presentó la víctima, se le recomendó a la víctima acudir a tratamiento psicológico 
por un periodo no menor a 12 meses; una sesión por semana en el ámbito privado para garantizar 
la periodicidad de las sesiones; puntualizando que el costo por sesión lo determinaría el 
profesionista que brinde dicha atención. 

Asimismo, a preguntas de la fiscalía, refirió el perito que en este tipo de asuntos es 
factible que las víctimas ya no deseen dar seguimiento a sus denuncias dado a que se encuentran 
inmersas en una dinámica de violencia; aunado a que; en caso de continuar teniendo contacto con 
la persona denunciada, es posible que hayan arribado a algún acuerdo o promesa tendiente a 
establecer que no se repetirán estas conductas, por lo que resulta viable convencer a la víctima 
de ya no dar seguimiento a los procesos o no acudir a las citas que le sean enviadas 

Ahora bien, refirió el testigo haber realizado un diverso dictamen a la **********quien al 
momento de su evaluación le narró los hechos acontecidos y que dieron origen a la presente 
causa; expresando la manera en que su papá; es decir, el denunciado, agredió a su madre 
**********. 

En ese orden de ideas, refirió el perito que las conclusiones a las cuales arribó luego de 
la práctica de la valoración a la **********lo fueron que se encontró ubicada en tiempo, espacio y 
persona, sin datos clínicos de psicosis o discapacidad intelectual que afectaran su capacidad de 
juicio o raciocinio, evidenció un estado de tristeza dados los hechos narrados , se estimó su dicho 
confiable ya que presentó un discurso claro; con información espacial, temporal y perceptual 
acorde a lo narrado y el realismo de su relato así como una estructura lógica; también presentó 
perturbación en su tranquilidad de ánimo dados los hechos presenciados; en su caso no presentó 
alteración autovalorativa y autocognitiva, así como no presentó daño en su integridad 
psicoemocional. 

Sin embargo, refirió el perito que se recomendó dar una atención legal al caso, 
permanecer alejada del acusado a fin de evitar un posible daño a futuro y se le recomendó acudir 
a tratamiento psicológico de manera preventiva; sin determinar costo y duración del mismo, dado 
que dichos aspectos en su caso, debían de ser abordados por el profesionista que brindara dicha 
atención. 

Aunado a lo anterior, refirió el perito que se sugirió tomar el tratamiento preventivo en el 
ámbito particular a fin de garantizar que se le dé continuidad de una sesión a la semana y que se 
lleve el tratamiento de una forma adecuada con base a los requerimientos para que pueda lograr 
un mejor manejo de la conflictiva familiar existente. 

Luego de lo anterior y, a preguntas de la Defensa, refirió el perito que; por lo que respeta 
a la evaluación de **********, los test psicológicos que se mencionaron en su dictamen se aplican 
en atención a cada caso concreto, lo cual es determinado por las particularidades del asunto, 
manifestando que para el presente asunto, no fue necesaria la aplicación de dichos test; 
puntualizando además que dentro del consentimiento informado que firmó la evaluada, se le hizo 
de su conocimiento la posibilidad de practicar estos test; sin recordar si la evaluada 
**********consintiera la aplicación de los mismos. 

Por otro lado, refirió el perito que el daño psicológico que presentó la víctima lo fue 
derivado de los hechos denunciados, paro también de otras circunstancias; especificando que 
dicho daño psicológico lo fue por el evento denunciado, pero agudizado por otros antecedentes de 
violencia. 

Por otro lado y, continuando con el contrainterrogatorio por parte de la Defensa, refirió el 
perito que en el dictamen practicado a la **********la madre de ella le menciona los antecedentes 
del caso. Consecuentemente, agrega que a la menor referida tampoco se le aplicaron los test 
psicológicos. 

Adicionalmente y, en réplica de la Fiscalía, el perito informó que; la razón por la cual no 
se aplicaron los test psicológicos a las evaluadas lo fue en atención a que los dictámenes 
practicados consisten en pruebas psicológicas proyectivas, las cuales arrojan rasgos de 
personalidad, dado que no hay una prueba psicológica como tal que evidencie un daño psicológico, 
sino que hay escalas y test que miden cuestiones emocionales. Asimismo, refirió que para evitar 
una revictimización en perjuicio de las partes lesas, se determinó que no era necesario la práctica 
de dichas evaluaciones dado que; de las conclusiones se arribó a determinar el estado ansioso en 
que se encontraban las afectada; reiterando que con el dictamen psicológico practicado a las 
mismas fue suficiente para arribar a las conclusiones expuestas. 
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Finalmente, en dúplica de la Defensa, el perito manifestó que en sus evaluaciones no 
aplicó las pruebas para determinar rasgos de personalidad y ciertas cuestiones emocionales. 

Asimismo, se contó con la declaración rendida por **********, quien se identificó como 
Agente Ministerial de la Agencia Estatal de Investigaciones de la Fiscalía General de Justicia del 
Estado, desempeñando sus funciones en el municipio de San Nicolás de los Garza, Nuevo León 
y contando con una antigüedad de 19 años aproximadamente. 

Asimismo, manifestó que la razón por la cual compareció a rendir declaración lo fue en 
atención a un informe de investigación que realizó del día **********; ello con relación a los hechos 
denunciados por la ciudadana **********en contra de **********. En ese sentido, detalla que una vez 
que le fue asignado el oficio, se trasladó al lugar de los hechos, siendo éste el domicilio ubicado 
en la calle **********, Nuevo León, en donde al llegar se fijó el lugar de los hechos; describiendo el 
domicilio como una casa de dos plantas; fijando el lugar mediante fotografías que se anexaron al 
informe que elaboró. 

Por otro lado, informa que; como parte de su investigación se entrevistó con la 
denunciante **********, quien le refirió que si era su deseo continuar con su denuncia; por lo cual 
informó sus generales. 

Asimismo, luego del ejercicio de incorporación realizado por la Ministerio Público, la 
testigo reconoció las impresiones fotográficas que le fueron mostradas, identificándolas como las 
que ella incorporó a su informe y las cuales consisten en el lugar en el que acontecieron los hechos, 
es decir, del inmueble ubicado en la calle **********Nuevo León, así como de la numeración del 
mismo. 

Posteriormente, a preguntas de la Defensa, refirió la testigo que ella no ingresó al 
domicilio antes señalado, sino que únicamente se apersonó por el exterior del mismo. 

Finalmente, se recabó la declaración de **********, quien refirió a preguntas de la 
Fiscalía que actualmente se encuentra laborando en el SEMEFO, perteneciente a la Fiscalía 
General de Justicia del Estado; así como para Seguridad Pública de Juárez, Nuevo León; refiriendo 
que en la Fiscalía tiene una antigüedad de 5 años; así como detalla que entre sus principales 
funciones se encuentra el realizar dictámenes médicos peticionados por el Ministerio Públicos para 
determinar la existencia de lesiones físicas. 

Por otro lado, informa que el motivo por el cual compareció a declarar lo es en atención 
a que realizó dos dictámenes médicos previos; el primero practicado a la **********. y el segundo a 
la ciudadana **********; ambos elaborados el **********. Por otro lado detalla que la metodología 
utilizada para la práctica de estos dictámenes lo fue en primer lugar tomar el consentimiento de 
las evaluadas, implementación de la observación para la exploración de las regiones anatómicas 
a fin de determinar las posibles lesiones que presenten y con ello; poder establecer una 
clasificación médico- legal de las mismas. 

Luego, manifestó que las conclusiones a que se allegaron del dictamen practicado a la 
ciudadana **********lo fueron que se trata de una persona de entre **********años, presentó 
equimosis en la región del codo derecho y escoriación en la rodilla izquierda en número 5; lesiones 
las cuales catalogó como de las que no ponen en peligro la vida y tardan menos de quince días 
en sanar; con un tiempo de evolución aproximado de 24 a 48 horas y de causa traumática; es 
decir, a causa de un golpe o una contusión. 

Asimismo, en cuanto al dictamen elaborado a la **********. refirió que se allegó a la 
conclusión de que presentó una edad médico- legal mayor de ********** años y de igual forma 
presentó una equimosis de 2X1 en la cara anterior de brazo derecho; lesiones las cuales catalogó 
como de las que no ponen en peligro la vida y tardan menos de quince días en sanar; con un 
tiempo de evolución aproximado de 24 a 48 horas y de causa traumática; es decir, a causa de un 
golpe. Añadiendo que la lesión descrita se pudo haber ocasionado precisamente por una 
contusión; por ejemplo, un golpe con la mano, un objeto romo o un puñetazo. 

 

Pues bien, habiendo escuchado las pruebas que fueron desahogadas en 
audiencia, además de los argumentos de las partes intervinientes y el compromiso 
que el Ministerio Público realizó en sus alegatos iniciales, en el cual se 
comprometió a probar los hechos plasmados en el auto de apertura de juicio oral, 
enunciados en líneas anteriores y que fueron materia de acusación, este Tribunal 
estima que le asiste la razón a la defensa como se anticipó, ya que la Fiscalía no 
pudo acreditar su teoría del caso, debido a que no hubo probanzas que 
permitieran establecer más allá de toda duda razonable el hecho motivo de 
acusación. 



 

 
Lo anterior se justifica dado que, al valorarse las pruebas que fueron 

desahogadas en la audiencia de juicio como lo fue la declaración de **********, en 

su carácter de perito en psicología del Instituto de Criminalística y Servicios 
Periciales de la Fiscalía General de Justicia del Estado; en el departamento de 
psicología, se obtuvo que efectivamente fue quien valoró a las víctimas **********y 
********************, y que de igual manera, en el momento de la práctica de dicha 
experticia le fueron narradas las circunstancias en que acontecieron los hechos 
por parte de ambas víctimas; además que obtuvo de los respectivos dictámenes 
que ambas víctimas presentaban indicadores clínicos como lo son el sentimiento 
de miedo, falta de apetito, presencia de pesadillas, sentimiento de humillación 
entre otros; asimismo, en el caso particular de la víctima ********** se arribó a la 
conclusión de que presentó un daño psicoemocional derivado de los hechos 
denunciados, así como perturbación en su tranquilidad de ánimo dados los hechos 
denunciados, con alteración autovalorativa y autocognitiva, lo cual se evidenció en 
los indicadores clínicos que detalló en su dictamen y que como consecuencia de 
lo anterior, la víctima en comento requiere un tratamiento psicológico por el término 
de 12 meses. Adicionalmente, de la valoración practicada a la ********************, 
reiteró el perito que presentó indicadores clínicos similares, pero que para su caso 
en particular no se presentó la existencia de un daño psicoemocional, por lo que 
únicamente se recomendó un tratamiento psicológico preventivo. 

En esas condiciones, resulta menester establecer que el dictamen 
psicológico tiene por finalidad precisamente determinar si existe un daño 
psicoemocional en la psique de las personas así como el tratamiento que a cada 
caso en particular se le debe brindar; sin embargo; este dictamen no es posible 
ser valorado para efecto de establecer los hechos y circunstancias de modo, 
tiempo, lugar o alguna diversa circunstancia similar, pues ello se traduciría a todas 
luces a una transgresión a los principios de inmediación y contradicción que rigen 
el sistema penal en que se actúa; pues, para la etapa de juicio oral, el principio de 
inmediación debe entenderse como una herramienta metodológica para la 
formación de la prueba en donde resulta necesario el contacto de las partes con el 
Tribunal a fin de verificar todos y cada uno de los elementos necesarios para 
otorgar valor probatorio a cada prueba desahogada. Asimismo, el principio de 
contradicción por su parte, hace referencia a la posibilidad de las partes de 
defender o contraargumentar la postura del contrario con la finalidad de garantizar 
un estadío procesal en igualdad de circunstancias y con ello, cumplir con el 
principio de igualdad procesal. 

En esas condiciones, la narrativa de hechos realizada por las víctimas al 
momento de ser evaluadas psicológicamente no puede tomarse como por ciertas 
por parte de este Tribunal pues, precisamente en respeto a los principios de 
inmediación y contradicción, el testimonio debió recibirse de forma directa por las 
partes víctimas para estar en aptitud de conceder algún valor probatorio; lo cual 
puede sustentarse con el siguiente criterio orientador: DERECHO A 
INTERROGAR TESTIGOS EN EL PROCESO PENAL. POR EL PRINCIPIO DE 
PRESUNCIÓN DE INOCENCIA, EL MINISTERIO PÚBLICO ES QUIEN TIENE LA 
CARGA DE LOCALIZAR A LOS TESTIGOS DE CARGO A FIN DE LOGRAR SU 
COMPARECENCIA ANTE EL JUEZ. 

En virtud de lo anterior, se establece que la declaración del perito **********, 
merece valor probatorio a juicio de este Tribunal; pero ello únicamente para 
determinar el daño psicológico que presentó la víctima ********** así como para 
tener por acreditadas las conclusiones a las cuales allegó en el diverso dictamen 
practicado a la ********************, atendiendo a que el citada perito explicó de 
forma exhaustiva, los resultados de las evaluaciones que practicó a cada una las 
victimas para lo cual empleó las técnicas y procedimientos que, de acuerdo a su 
experiencia y conocimiento en el área de psicología les indican; empero, por las 
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consideraciones vertidas en los párrafos que anteceden, no tiene el alcance 
pretendido por la Fiscalía para efecto de tener por ciertas las circunstancias de 
modo, tiempo y lugar que las víctimas narraron al momento de ser evaluadas pues 
con ya se ha puntualizado; la valoración psicológica tiene por objeto y/o finalidad 
el determinar la existencia de un daño psicoemocional en las personas sometidas 
a estas periciales. 

Por otra parte, se tuvo la declaración de **********, quien refirió 
desempeñarse como Agente Ministerial de la Agencia Estatal de Investigaciones 
de la Fiscalía General de Justicia del Estado, y en este caso, relató que en 
cumplimiento a un oficio de investigación que se le fue encomendado, se apersonó 
en el domicilio de los hechos; ubicado en la calle **********, a fin de realizar la 
fijación fotográfica de dicho lugar y que al momento de constituirse en ese 
domicilio, se entrevistó con la víctima ********** quien de acuerdo a su relato, le 
informó que era su intención continuar con la presente carpeta judicial; asimismo, 
reconoció las fotografías que incorporó a su informe, consistente estas en el 
domicilio antes descrito y la numeración del mismo, en esa tesitura dicha 
testimonial y fotografías son merecedoras de valor probatorio pleno, pues la 
elemento declaro los hechos de forma personal y directa en cumplimiento de sus 
obligaciones y particularmente, en cumplimiento a las labores de investigación que 
le fueron asignadas dadas sus atribuciones y facultades como elemento de aquella 
corporación, sin embargo, resulta menester puntualizar que el alcance que tiene la 
presente testimonial es ubicar el domicilio en donde se denunció que acontecieron 
los hechos, sin embargo, tal circunstancia en nada ayuda a la propuesta 
fáctica de la Fiscalía para acreditar la agresión que pretende, pues esta prueba 

solo tiene el alcance de acreditar la existencia del domicilio de los hechos, materia 
de acusación. 

Por último, se contó con la declaración del testigo **********, quien entre 
otras cosas manifestó desempeñarse como médico en el Servicio Médico Forense, 
perteneciente a la Fiscalía General de Justicia del Estado; y quien informó que fue 
el mismo quien elaboró los dictámenes médicos previos practicados a las víctimas 
********** así a la ********************, y en los cuales detalló que la primera de ellas 
presentó equimosis en la región del codo derecho y escoriación en la rodilla 
izquierda en número 5; lesiones las cuales catalogó como de las que no ponen en 
peligro la vida y tardan menos de quince días en sanar; asimismo, por lo que 
respecta a la segunda, informó que se encontró que presentaba una equimosis de 
2X1 en la cara anterior de brazo derecho; lesiones las cuales catalogó como de 
las que no ponen en peligro la vida y tardan menos de quince días en sanar; pues 
bien, dicho testimonio es merecedor de valor probatorio pleno, en virtud de la 
experiencia señalada para llevar a cabo dicha experticia, sin embargo, no aporta 
información que pueda atender a la propuesta fáctica de Fiscalía, pues fue 
claro en señala que dichas lesiones podían ser por causa traumática en ambos 
casos, pero al menos en la audiencia de debate, no quedó demostrado que dichas 
lesiones hayan sido derivadas de los hechos denunciados, pues no se estableció 
una conectividad entre la propuesta fáctica de la Fiscalía y el resultado producido 
que para el presente caso; lo serían las lesiones. 

Ahora bien, es preciso señalar que esta Autoridad atiende a juzgar con 
perspectiva de género dado que más allá de una facultad, resulta ser una 

obligación para toda Autoridad el tomar en cuenta este factor y ponderar el estado 
de vulnerabilidad en el que se puedan encontrar las víctimas; para el presente 
caso; ********** y la ********************, así como el derecho humano de una mujer 
a vivir una vida libre de violencia y discriminación, mismo que se encuentra 
contenido en nuestra Constitución Política del país pero también en distintas 
convenciones, tal es el caso de la convención Belem do Pará y la Convención 
Sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer, 
disposiciones que imponen el deber a los impartidores de justicia de actuar con 



 
perspectiva de género, de tal forma que es obligación de todas las autoridades 
realizar actos inherentes a garantizar los derechos fundamentales de la persona 
de quien se refiere que es víctima de violencia, como lo disponen los estándares 
nacionales, como internacionales, en razón a que son claros en establecer que las 
autoridades estatales no solamente deben condenar toda forma de discriminación 
basada en el género, sino que además están obligados a tomar medidas 
completas para lograrlo, lo cual se traduce en el deber de toda autoridad de actuar 
con perspectiva de género, ya que se pretende combatir argumentos 
estereotipados e indiferenciados para el pleno y efectivo ejercicio del derecho de 
igualdad y a no ser discriminada. 

Sin embargo, en el tema de la perspectiva de género en la administración 
de justicia, no significa que en cualquier caso los órganos jurisdiccionales deban 
resolver el asunto únicamente conforme a las pretensiones planteadas por los 
gobernados en razón de su género, ni que dejen de observarse los principios de 
procedencia y de fondo previstos en las leyes nacionales; por lo que, argumentar 
que se resuelva el asunto con perspectiva de género, sin dar las pautas mínimas 
para ello, resulta desacertado y jurídicamente inválido; además de que esta 
obligación no puede menoscabar los derechos fundamentales del debido 
proceso, es decir, no puede llegarse al extremo de dictar una sentencia de 
condena, aún y cuando no exista prueba que justifique los extremos que exige 
precisamente la Constitución Federal, como lo es que la fiscalía cumpla con la 
obligación probatoria como carga procesal, o que este principio rector implique o 
permita declarar procedente lo improcedente. 

Lo anterior se estima en concordancia con la tesis aislada proveniente de 
Tribunales Colegiados de Circuito con número de registro 2012773, cuyo título y 
subtítulo rezan de la siguiente manera. PERSPECTIVA DE GÉNERO. LA 
OBLIGACIÓN DE LOS ÓRGANOS JURISDICCIONALES DE JUZGAR BAJO 
DICHO PRINCIPIO, NO SIGNIFICA QUE DEBAN RESOLVER EL FONDO DEL 
ASUNTO CONFORME A LAS PRETENSIONES PLANTEADAS POR LAS O 
LOS GOBERNADOS. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tesis: II.1o.1 
CS (10a). Décima Época. Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. 
Libro 35, Octubre de 2016, Tomo IV, página 3005. Materia: Constitucional. Tipo: 
Aislada. «Esta tesis se publicó el viernes 7 de octubre de 2016 10:17 horas en el 
Semanario Judicial de la Federación» 

Por lo que esta Autoridad atiende a toda la prueba producida en juicio 
verificando esta información que en su caso pudiese ser víctima para atender a la 
propuesta fáctica de la Fiscalía, valorando el contexto que se logre acreditar a 
través de esta prueba, por ello al realizar un examen exhaustivo de toda esta 
información para verificar la posibilidad de atender a la conformación de la prueba 
circunstancial, la cual no puede descansar en conjeturas, pues ello violentaría el 
principio de presunción de inocencia. 

Siendo lo anterior toda la prueba obtenida y desahogada en la audiencia 
de juicio, son insuficientes para establecer la existencia de la agresión 
denunciada, por ello al no haberse vencido por parte de la Fiscalía el principio de 
presunción de inocencia que le reviste a **********, lo correspondiente es emitir una 
sentencia de absolución a favor del referido acusado por el hecho por el cual fue 
acusado por la Fiscalía. 

Lo anterior atendiendo a que; como ya se ha puntualizado, la prueba 
producida en juicio no tiene el alcance suficiente para acreditar la propuesta fáctica 
de la fiscalía; pues si bien se tuvo por acreditada la existencia del daño físico y 
psicoemocional por lo que hace a la víctima ********** y el daño físico de la 
********************, no menos cierto lo resulta que no se demostró más allá de dota 
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duda razonable que tales resultados hayan sido consecuencia de los hechos 
denunciados y por los cuales la Fiscalía presentó acusación. 

Como sustento de lo anterior, es dable señalar la tesis con número de 
registro 2013588, cuyo título y subtítulo establecen lo siguiente: “SENTENCIA 
CONDENATORIA EN EL SISTEMA PROCESAL PENAL ACUSATORIO Y 
ACUSATORIO Y ORAL, A FIN DE SALVAGUARDAR EL PRINCIPIO DE 
PRESUNCIÓN DE INOCENCIA, DEBE FUNDAMENTARSE EN PRUEBAS DE 
CARGO VÁLIDAS Y NO EN CONJETURAS SUSTENTADAS EN LA CREENCIA, 
SUPOSICIÓN, PRESENTIMIENTO O SUSPICACIA, DE QUIENES INTEGRAN 
EL CUERPO COLEGIADO O EL TRIBUNAL UNITARIO CORRESPONDIENTE”. 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Tesis: XVII.1o.P.A.43 P (10a.). 
Décima Época. Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 38, 
Enero 2017, Tomo IV, página 2724. Materia: Penal. 

En ese tenor, resulta también dable señalar que con el anterior criterio se 
establecen aquellos parámetros para poder conformarse la prueba circunstancial, 
es decir, la existencia de aquello hechos probados a través de esta prueba directa 
y que exime entonces la comprobación de aquella prueba circunstancial aquellas 
creencias, suspicacias, presentimientos y conjeturas que invoque esta prueba, de 
ahí entonces al no quedar acreditado los hechos a través de la prueba directa que 
permite entonces atender a la existencia de la prueba circunstancial ante la 
insuficiencia probatoria expuesta en audiencia de juicio, lo correspondiente es 
emitir una sentencia absolutoria en favor de **********por el delito violencia 
familiar. 

4. Sentido del fallo. 
 

Por los motivos antes expuestos, se consideran fundados en lo 
conducente los alegatos vertidos por la defensa; y acorde a lo establecido en los 
numerales 402 y 405, fracción I del Código Nacional de Procedimientos Penales, 
así como el numeral 20, apartado A), fracción VIII, de la constitución política 
federal, el cual establece que el juez sólo condenará cuando exista convicción de 
la culpabilidad, se dicta sentencia absolutoria a favor de ********************, al no 

acreditarse la existencia de los hechos materia de acusación, y por ende, tampoco 
se comprueba la materialización del delito de violencia familiar, y menos aún la 

responsabilidad penal del referido**********en la comisión del mismo. 

Consecuentemente, de conformidad con los artículos 401 y 405 del Código 
Nacional de Procedimientos Penales, en virtud del sentido absolutorio del presente 
fallo dictado en favor del acusado **********, se ordenó desde el día **********de 

**********del presente año, fecha en que se emitió verbalmente el presente fallo, el 
levantamiento de toda medida cautelar que tuviera impuesta el referido 
acusado, que lo eran las previstas en las fracciones I, VII y VIII, del numeral 155 
del código adjetivo de la materia. 

5. Comunicación de la decisión. 
 

Notifíquese a las partes la presente resolución, informándoles que en caso 
de inconformidad con la misma, podrán interponer recurso de apelación, dentro 
de los diez días, siguientes a que sean legalmente notificados de esta sentencia, 
ello conforme a lo dispuesto por el artículo 471 del Código Nacional de 
Procedimientos Penales. 

Una vez que cause firmeza esta determinación, remítase copia autorizada 
de la sentencia a las autoridades administrativas respectivas, para los efectos 
legales conducentes. 



 
6. Puntos Resolutivos. 

Primero: No se acreditó el hecho materia de acusación y, por ende, 
tampoco el delito de violencia familiar, ni la responsabilidad que en la comisión 
del mismo se le atribuyó a **********; por lo que se dicta en favor del mismo 
sentencia absolutoria, dentro de la presente carpeta judicial número **********. 

Segundo: En consecuencia, desde el día ********** de **********del 
presente año, fecha en que se emitió verbalmente el presente fallo, se determinó 
el levantamiento de la medida cautelares privativa de libertad decretada en 
contra de **********. 

Tercero: Notifíquese a las partes la presente resolución, informándoles 
que en caso de inconformidad con la misma, podrán interponer recurso de 
apelación, dentro de los diez días siguientes a que sean legalmente notificados 
de esta sentencia. 

Cuarto: Una vez que cause firmeza esta determinación, remítase copia 
autorizada de la sentencia a las autoridades administrativas respectivas, para los 
efectos legales conducentes. 

Así lo resuelve y firma8, en nombre del Estado de Nuevo León, el 
Licenciado MARCO ANTONIO LERMA HERNÁNDEZ, Juez de Control y de 
Juicio Oral Penal del Estado. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
Este documento constituye una versión pública de su original. En consecuencia, se suprimió toda aquella 
información considerada legalmente como confidencial, en virtud de encuadrar en los supuestos 
normativos previstos en el artículo 3 de la Ley General de Protección de Datos Personales en Posesión de 
Sujetos Obligados y en los artículos 3 y 141 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública 
del Estado de Nuevo León. 
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